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1.3.1. Introducción
La nota definitoria del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en el año 2021 es la de 

voluntad, consenso y movimiento. O lo que es lo mismo desde la óptica de la ciudadanía, visos de esperanza.

No tanto por los resultados más o menos apreciables desde la perspectiva que al Defensor del Pueblo 
Andaluz trasladan las personas inmersas en sus procedimientos, como por la determinación adoptada 
para frenar la inercia de su estancamiento y revertir sus retrocesos en la esfera de unos derechos a los que 
se accede muy tarde y cuyo contenido resulta escaso para aliviar las demandas de una sociedad cada vez 
más necesitada de los instrumentos del Estado del Bienestar.

El Sistema de la Dependencia es un solar en obras que esperamos que alumbre un edificio con cimientos 
más sólidos. Los pilares de la recuperación del compromiso estatal en su financiación, asentados, deben 
permitirlo.

Esta es la razón de envergadura por la que el análisis del Informe Anual de 2021 debe centrarse, 
excepcionalmente, en ofrecer un compendio del proyecto, cuyas repercusiones reales sobre las personas 
dependientes podremos comenzar a analizar en el ejercicio 2022.

La visión que resulta de las realidades de las personas mayores las condensamos en una concepción de 
sus derechos que destierre la indiferencia social frente a las mismas, fomente su inclusión y garantice el 
respeto de su individualidad.

Sobre estos pilares, tratamos las peticiones que nos trasladan en el ámbito de la Dependencia, 
especialmente en la atención residencial.

Los Servicios Sociales Comunitarios son analizados desde la óptica de su esencialidad, de la repercusión 
que sus deficiencias causan a las personas que los precisan y de las mejoras que precisa su dotación y 
estructura.

Comprende también este subcapítulo una reflexión sobre la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía, 
en el que más allá de los problemas de accesibilidad que ha venido presentando, planteamos las dudas 
que suscita su confluencia con el Ingreso Mínimo Vital, analizando el escenario conocido en la práctica de 
año y medio de cohabitación entre ambas prestaciones.

Por último, el enfoque general de la discapacidad, como situación precisada de un reconocimiento 
administrativo que abra la puerta a sus potencialidades, ha centrado el punto de mira en el cumplimiento de 
un deber troncal, el de reparar de forma particularizada sobre las acusadas dilaciones por la sobrecarga de 
los Centros de Valoración y Orientación de Andalucía. Las mismas que pueden predicarse del procedimiento 
dirigido a la renovación de la tarjeta de aparcamiento para personas con movilidad reducida.

Normativamente hablando ha sido un año muy fecundo en todas las materias relacionadas, cuya producción 
reflejaremos en los correspondientes apartados.

1.3.2. Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.3.2.1. Dependencia
El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia implantado por la Ley 39/2006, de 14 de 

diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, 
sobrevive desde el año 2007 anclado a severas carencias de financiación, que han venido limitando tanto 
el reconocimiento de la condición, como la efectividad del derecho de las personas con grado asignado y 
la intensidad del servicio o cuantía de la prestación.

Conforme a la Ley 39/2006, para ser titular de los derechos establecidos en la misma, esto es, para acceder 
a una de las prestaciones o servicios del catálogo, es preciso encontrarse en situación de dependencia en 
alguno de sus grados (artículo 5), lo que en la práctica se traduce en someterse a dos procesos sucesivos 
de intervención administrativa, el de la valoración de la situación y el de la prescripción y aprobación del 
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